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DANIEL RIVERA COLÓN 

 
Recurrente 

 

Vs. 
 

ADMINISTRACIÓN DE 
CORRECCIÓN Y 

REHABILITACIÓN 

 
Recurrida 

 

 
 
 

KLRA202000560 

REVISIÓN 
ADMINISTRATIVA 
procedente de la 
Administración de 

Corrección  
 

Remedio Núm.  
FMCP-161-20  
 

SOBRE: Solicitud de 
Servicios Médicos 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la 
Juez Brignoni Mártir y la Juez Grana Martínez. 
 

Hernández Sánchez, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a   30 de  abril de 2021. 

Comparece el señor Daniel Rivera Colón (señor Rivera o 

recurrente) mediante recurso de revisión judicial. Nos solicita que 

revoquemos una determinación emitida por el Departamento de 

Corrección y Rehabilitación (DCR o recurrido) sobre Solicitud de 

Remedio Administrativo.  

Por los fundamentos que exponemos y discutimos a 

continuación, desestimamos el recurso por académico. 

 I.  

 El 21 de diciembre de 2020, el señor Rivera compareció ante 

nosotros mediante recurso de revisión judicial. Alegó que presentó 

una Solicitud de Remedio Administrativo ante el DCR (EMCP-163-

20) para que le proveyeran un bastón. Sin embargo, sostuvo que le 

denegaron su petitorio. En respuesta, el DCR –representado por la 

Oficina del Procurador General– presentó Moción en cumplimiento de 

resolución y solicitud de desestimación. Alegó que los documentos 

presentados en el apéndice del recurso no correspondían a la 

Solicitud de Remedio FMCP-163-20, en la que se solicitó un bastón 
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ortopédico. Por el contrario, señaló que los documentos presentados 

en el apéndice correspondían a otra Solicitud de Remedio 

Administrativo en la que el recurrente solicitó una silla y un colchón 

ortopédico. Por las razones que anteceden, sostuvo que procedía la 

desestimación del recurso o, en su defecto, que el recurrente 

presentara los documentos correctos.  

 Atendida la moción presentada por el DCR, el 19 de marzo de 

2021, le concedimos al recurrente un término de diez (10) días para 

que informara la determinación que dio lugar a la presentación de 

su recurso y presentara: (1) la Solicitud de Remedio Administrativo; 

(2) la Respuesta al Miembro de la Población Correccional; y de 

aplicar, (3) la Reconsideración, y (4) la Respuesta a la 

Reconsideración.  

 Posteriormente, el DCR presentó Moción informativa 

sometiendo evidencia. Mediante esta, el recurrido informó que el 15 

de marzo de 2021 se le entregó un colchón nuevo y una silla plástica 

al señor Rivera y presentó prueba al respecto. Sobre el particular, 

sostuvo que la recomendación médica incluyó el uso de una silla 

plástica y no una silla ortopédica. Finalmente, informó que al 

recurrente se le entregó un bastón de madera.  

Transcurrido el término sin que el recurrente presentara los 

documentos que le solicitamos, conforme a la Regla 7 (B)(5) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, 

procedemos a disponer del presente recurso sin requerir mayor 

trámite. 

II.  

  

 El principio de justiciabilidad requiere que los tribunales 

limiten su intervención para resolver controversias reales y definidas 

que afecten las relaciones jurídicas de partes antagónicas u 

opuestas. Pueblo v. Diaz Alicea, 2020 TSPR 56, 204 DPR ____ (2020); 

Torres Santiago v. Depto. Justicia, 181 DPR 969, 981–982 (2011); 
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UPR v. Laborde Torres y otros I, 180 DPR 253, 280 (2010). Conforme 

a este principio, los tribunales sólo deben evaluar controversias que 

sean justiciables, es decir, no deben atender controversias 

hipotéticas, abstractas o ficticias. Moreno v. Pres. UPR II, 178 DPR 

969, (2010). 

 La doctrina de academicidad es una manifestación del 

principio de justiciabilidad, pues, aunque se cumplan todos los 

criterios para que el caso se considere justiciable, si ocurren 

cambios en los hechos o el derecho durante el trámite judicial que 

conviertan en ficticia o académica su solución, los tribunales deben 

abstenerse en intervenir. Torres Santiago v. Depto. Justicia, supra, 

pág. 982. El propósito de la doctrina de academicidad “es evitar el 

uso inadecuado de los recursos judiciales y obviar precedentes 

innecesarios”.  Moreno v. Pres. UPR II, supra, pág. 973-974.  

Un caso es académico “cuando la cuestión en controversia 

pierde eficacia ante el paso del tiempo, ya sea porque ocurrieron 

cambios en los hechos o en el derecho, y la misma se vuelve 

inexistente”. Pueblo v. Diaz Alicea, supra. En otras palabras, un caso 

es académico cuando se intenta obtener: (1) un fallo sobre una 

controversia disfrazada o que no existe; o (2) una determinación 

sobre un derecho antes de que lo hayan reclamado; o (3) o una 

sentencia sobre un asunto que, al emitirse no podrá tener efectos 

prácticos sobre una controversia existente. Torres Santiago v. Depto. 

Justicia, supra, pág. 982.  

 El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reconocido ciertas 

excepciones en la aplicación del principio de academicidad, esto es: 

“(1) cuando se plantea ante el foro judicial una cuestión recurrente 

o susceptible de volver a ocurrir y que tienda a evadir la revisión 

judicial; (2) cuando la situación de hechos ha sido modificada por el 

demandado, pero el cambio no aparenta ser permanente, y (3) 

cuando se tornan académicos aspectos de la controversia, pero 
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subsisten consecuencias colaterales vigentes”. Pueblo v. Diaz Alicea, 

supra. Así, al evaluar la doctrina de academicidad y la aplicación de 

sus excepciones, los Tribunales debemos tomar en consideración 

“los eventos anteriores, próximos y futuros, y así determinar si la 

controversia entre las partes sigue viva y subsiste con el tiempo”. 

Torres Santiago v. Depto. Justicia, supra, pág. 982-983; Pres. del 

Senado, 148 DPR 737, 759 (1999).  

 Es importante reseñar que, los Tribunales tenemos el deber 

de desestimar los pleitos académicos. Moreno v. Pres. UPR II, supra, 

pág. 974. De hecho, el Tribunal Supremo ha expresado que no 

tenemos discreción para negarnos a hacerlo. Íd. Consonó con lo 

anterior, tenemos la facultad de ordenar la desestimación inmediata 

del recurso si comprobamos que no existe controversia real entre las 

partes. Íd. A tono con lo anterior, la Regla 83 (B) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, supra, en lo pertinente, dispone que una 

parte puede solicitar, en cualquier momento, la desestimación de un 

recurso cuando este se haya tornado académico. De igual forma, la 

referida Regla establece que el Tribunal de Apelaciones, a 

iniciativa propia, puede desestimar un recurso de apelación o 

denegar un auto discrecional cuando el recurso sea académico. 

(Énfasis nuestro). Íd.  

III.  

 En este caso, el recurrente presentó un recurso de revisión 

judicial en el que plantea que el DCR se equivocó al no proveerle un 

bastón como equipo ortopédico. Sin embargo, en su apéndice, 

presentó documentos relacionados con una solicitud de un colchón 

y una silla ortopédica. A pesar de que le concedimos un término 

para subsanar el error, el recurrente no lo hizo. Por lo que no nos 

puso en posición de determinar qué remedio está impugnando. No 

obstante, debido a que en el cuerpo del recurso el recurrente alegó 
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que el DCR se negó a proveerle un bastón, entendemos que el 

recurrente acude ante nos solicitando que se le provea dicho equipo. 

Ahora bien, luego de presentado el recurso, el DCR presentó 

evidencia –la cual no fue cuestionada– de que le proveyó al 

recurrente los equipos que pidió en las Solicitudes de Remedio 

Administrativo FMCP-161-20 y FMCP-163-20, específicamente, el 

bastón, el colchón y la silla plástica que le fueron debidamente 

recomendadas.  

  Al tomar en consideración los hechos que anteceden, 

resolvemos que la controversia ante nuestra consideración se tornó 

académica. Lo anterior, debido a que el recurrente obtuvo el remedio 

que nos solicitó. En específico, el bastón en controversia. En 

consecuencia, y conforme al derecho reseñado, procede la 

desestimación del recurso. Recordemos que los tribunales tenemos 

el deber de desestimar los recursos que se tornen académicos, pues 

nuestra intervención con la controversia originalmente presentada 

no surtirá efecto alguno.  

IV.  

Por los fundamentos expuestos, desestimamos el presente 

recurso por académico.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 


